El Capital Intelectual
Son derechos inmateriales que se traducen en beneficios económicos para las empresas, que por su naturaleza incorpórea se denominan intelectuales. Annie Brooking en su libro El Capital Intelectual, clasifica estos derechos de la siguiente manera:

Activos de Mercado (aquellos que crean, fomentan y retienen la clientela), los Activos de Propiedad intelectual (aquellos relativos a derechos industriales y derecho de autor), los Activos Ligados al Individuo (aquellas ventajas competitivas depositadas en la mente de las personas) y los Activos de Infraestructura (aquellos que se refieren a la tecnología y recursos de información). 
El Valor del Capital Intelectual: Gestión de los Activos de Propiedad Intelectual

Con la entrada en vigencia de las leyes 20-00 sobre Propiedad Industrial y 65-00 sobre Derecho de Autor, la legislación ofrece un marco institucional que facilita y promueve en cierta medida la valorización de la Propiedad Industrial e Intelectual. Las nuevas normativas consagran dentro de su articulado, la posibilidad de otorgar e inscribir determinados derechos ante las correspondientes oficinas que administran los derechos de Propiedad Intelectual e Industrial.
El hecho de que las nuevas legislaciones permitan la negociabilidad de los títulos jurídicos que soportan estos derecho, implica la necesidad de valorarlos económicamente.
En lo que respecta a la Ley 20-00 sobre Propiedad Industrial, esta establece la negociabilidad referida en los artículos 29, 32, 33, 40, 46, 86, 89, 90, 103 y 137 al reconocer la posibilidad de transferir estos derechos por actos entre vivos o sucesión, el otorgamiento de licencias de uso y comercialización y el establecimiento de garantías y eventuales embargos. Asimismo, en el artículo 175 se establece un procedimiento para el cálculo económico de la indemnización por los daños y perjuicios con motivo de una violación jurídica de los derechos de Propiedad Industrial.

Por su parte, la Ley 65-O0 sobre Derecho de Autor en su articulo 19 consagra el llamado Derecho Patrimonial que tiene el titular de un derecho de auto de disponer sobre su obra literaria; artística o científica, ya sea a título gratuito u oneroso, y en consecuencia, regula a partir del artículo 79 ciertos contratos comunes dentro del campo del Derecho de Autor, reconoce en el artículo 162 las denominadas Sociedades de Gestión Colectiva, encargadas de administrar el derecho de autor en su parte patrimonial y en el artículo 177 se contempla el calculo de la indemnización por daños y perjuicios en ocasión de una violación al derecho de autor.

Tanto la Ley 20-00 como la 65-00, condicionan la validez y oponibilidad de las transacciones establecidas, siempre que se realicen los registros de lugar ante la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial (ONAPI) y la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA) según corresponda.

La legislación dominicana consagra un verdadero registro de la Propiedad Industrial e Intelectual que permite la inscripción de un sin número de actos jurídicos, a saber: transferencias a título gratuito u oneroso, ya sea por actos entre vivos o a través de sucesiones, fusiones, licencias de uso, explotación o utilidad pública., transferencias cíe tecnologías, renovaciones, nulidades, caducidades, limitaciones de derecho, pruebas de uso, cotitularidades, declaraciones de prioridad, división de registros, desistimientos, embargos, oposiciones, prendas y otras garantías, así como cargas o restricciones de dominio permitidas por la indicada legislación. 
El reconocimiento merecido que la ley le ha otorgado a los derechos de Propiedad Industrial e Intelectual, definitivamente que aumenta su valor económico como activo intangible de gran importancia.

Los principales métodos para la evaluación de los activos de mercado se realizan sobre la base del siguiente cálculo: Costos (Adquisición), Ingresos, Valor de Mercado y Garantía.

Como todo bien con valor significativo, este puede afectarse por medio de una garantía unida a un crédito u obligación principal para asegurar el derecho de un acreedor. Al ser asimilados los Derechos Intelectuales bienes muebles incorporales, su afectación como garantía debe realizarse mediante la constitución de una prenda sin desapoderamiento, a que en todo caso no se le debe privar al titular el uso comercial de su derecho, ya sea una marca, patente u otro derecho de esta naturaleza.

ACTIVOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL

Dentro del amplio mundo de los derechos de propiedad intelectual se encuentra una rama importante del mismo constituida por el Derecho de Autor, también denominada propiedad intelectual como tal.

La base jurídica que soporta esta protección se encuentra en el numeral 14 del Art. 8 de la Constitución Dominicana y su reglamentación la encontramos en la Ley 65-00 sobre el Derecho de Autor, considerada de interés público y social en su artículo 1, razón por la cual su contenido no puede ser derogado o mermado por convenciones particulares. 

El derecho de autor es un derecho inmanente. Así lo indica el Art. 3 de la Ley 65- 00 al establecer que el derecho nace con la creación de la obra y es independiente de la propiedad del soporte material que la contiene. Asimismo, se establece que las formalidades de registro del derecho de autor no son obligatorias, sino que son para dar publicidad y mayor seguridad jurídica a los titulares de estos derechos al facilitar la prueba en caso de contestación judicial.
Objeto: Derechos Protegidos y Titular

El Art.1 de la Ley 65-00 establece que el derecho de autor recae sobre obras artísticas, literarias y científicas. Incluye además, la protección de los denominados derechos afines o conexos al derecho de autor a favor de los artistas 

Contenido: Derechos Morales y Patrimoniales

El derecho de autor como tal contiene dos tipos de prerrogativas importantes que forman parte de su contenido y que su delimitación. Ellas son el Derecho Moral y el Derecho Patrimonial.
Derechos Morales. Este se considera perpetuo, inalienable, imprescriptible e irrenunciable en el sentido de que trasciende la vida del autor a favor de los herederos, no puede cederse, no prescribe ningún plazo en su contra y además no se pierde por ninguna condición, a menos que se demuestre que el autor presumido no sea el autor original de la obra.
El derecho moral concede a su titular el derecho a reivindicar en todo momento la paternidad de su obra a fin de que se indique su nombre cuando la misma sea usada. Asimismo, le permite al autor oponerse a toda deformación, mutilación o modificación de la obra cuando causen perjuicio relativo a su honor o mérito de la obra. También este derecho le concede la facultad de mantener su obra inédita, aún después de su muerte y a retirarla de circulación cuando lo considere.
A la muerte del autor, corresponderá a sus herederos el ejercer los derechos que se derivan del contenido moral del derecho de autor. El contenido moral del derecho de autor es regulado en los artículos 17 y 18 de la ley 65-00.
Derechos Patrimoniales. El derecho patrimonial, de su lado, tiene que ver con el uso o la disposición gratuita u onerosa de la obra, o sea, su reproducción, traducción, modificación, distribución, comunicación, transmisión, exposición u otras formas de divulgación pública conocida o por conocerse.

Será ilícito todo uso o disposición de una obra protegida por el derecho de autor sin el consentimiento del titular de la parte patrimonial del derecho de autor que contrario a la parte moral, este si se puede ceder o renunciar al él. Además, el derecho patrimonial prescribe y no es perpetuo.
Características: Duración, Negociabilidad, Utilidad Pública

Los artículos 21 y siguientes de la ley 65-00, establecen, en la parte patrimonial los derechos corresponden al autor o al titular que los haya adquirido, durante toda la vida de su autor original y cincuenta años después de su muerte a favor de los herederos correspondientes. No obstante, esta es una regla general que sufre excepciones legales, a saber:

En caso de colaboración el plazo de cincuenta años corre a partir de la muerte del último coautor. Para autores extranjeros no residentes, la duración del derecho de autor no podrá ser mayor al reconocido por las leyes del país de origen y si estas tienen una protección mayor, regirán las disposiciones de la ley 65-00.
Para las obras compuestas de varios volúmenes que no se publiquen juntamente, la protección comenzará desde la fecha de publicación de cada volumen. Para las obras anónimas, la protección es solo de cincuenta años desde su primera publicación. Las obras colectivas y programas de computadoras también serán de cincuenta años a partir de su publicación o realización. La protección de las fotografías será de cincuenta años a partir de su publicación primera y para las obras audiovisuales la protección es de setenta años a partir de su primera publicación.
En lo que respecta a la duración de los denominados derechos conexos o afines al derecho de autor, o sea, el de los artistas intérpretes o ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión, es de veinte años según la Convención de Roma del 1961, contados a partir del año en que se haya realizado la ejecución o interpretación, se haya realizado la fijación o grabación del fonograma, o se haya realizado la emisión. 
Para el cálculo de la duración de los derechos patrimoniales, se tomará en cuenta el primero de enero del año siguiente a la muerte del autor, o en su caso, al de la divulgación, publicación o realización de la obra.

Los Arts. 21 y 23 de la Ley 65-00 indican que entrarán dentro del dominio público, (a) todas las obras una vez haya terminado el plazo de protección en lo que respecta al derecho patrimonial y (b) todas las obras a cuya muerte de su titular no dejare sucesores. Es necesario puntualizar que una obra, en cuyo país de origen se encuentre dentro del dominio público, no podrá exportarse o comercializarse en otros países en donde todavía subsista la protección del Derecho Patrimonial respecto de la misma obra y a favor de determinado titular.
También pertenecen al dominio público, al tenor del artículo 146 de la Ley 65-00, las expresiones del folclore y de cultura tradicional de autor no conocido y las obras cuyos autores hayan renunciado a sus derechos. El uso y comercialización de una obra dentro del dominio público es libre conforme la Ley 65-00, debiendo respetarse el derecho moral. 
El denominado dominio público oneroso, también denominado pagante, contempla un cobro mínimo a los que hagan uso comercial de los derechos que una vez estuvieron protegidos por el derecho de autor. 
El Art. 78 párrafo, consagra el denominado Derecho de Seguimiento a favor de los autores de obras pictóricas, escultóricas o de artes plásticas en general, el cual les permite recibir un por ciento del valor de reventa de las obras de sus autorías que hayan sido negociadas a través de subastas o intermediaciones. Este derecho de seguimiento se mantiene vigente durante todo el período de protección de la obra.
Cuando las obras protegidas por el derecho de autor son creadas bajo relación laboral, la titularidad de los derechos patrimoniales se regirá por lo pactado entre las partes. El derecho moral, siempre se le reconocerá al titular original de la obra. En este mismo tenor, pero para el caso en que las obras protegidas por el derecho de autor sean creadas por encargo, la titularidad de los derechos patrimoniales se regirá también por lo pactado entre las partes, mientras que el derecho moral siempre se le reconocerá al autor original, según lo establecen los Arts. 12, 13 y 14 de la Ley 65-00.

Los artículos periodísticos publicados por el autor a título de colaboración en un medio periodístico, solamente confieren al editor el derecho de insertarlo por una vez, quedando los derechos patrimoniales a favor del autor (Art. 57 Ley 65-00). En caso de que el articulista tenga una relación laboral con el medio periodístico, el derecho patrimonial se presumirá cedido a la empresa periodística. No obstante, el autor conservará sus derechos respecto de la edición independiente de sus producciones en forma de colección.
Derechos Conexos

Sin menoscabo de la protección del derecho de autor que la ley concede a sus titulares, también se establece una protección a favor de ciertos titulares de derechos denominados afines o conexos al derecho de autor, quienes también gozan de derechos morales y patrimoniales.

Los derechos afines o conexos al derecho de autor, también conocidos como related rights o neighboring rights, se establecieron con el fin de proteger los intereses jurídicos de las personas físicas y morales que contribuyen a poner las obras a disposición del público.
Los derechos conexos o afines al derecho de autor se establecen a favor del (a) artista intérprete o ejecutante sobre sus interpretaciones o ejecuciones, (b) del productor de fonogramas respecto de sus producciones y (c) de los organismos de radiodifusión respecto de sus emisiones.
Los derechos conexos dimanan del derecho de autor y como tal gozan de la exclusividad que caracteriza a estos últimos. La regulación jurídica de los derechos conexos o afines al derecho de autor se encuentra comprendida entre los artículos 135 y 145 de la Ley 65-00.

Artistas Intérpretes o Ejecutantes. Los artistas intérpretes o ejecutantes, tienen un derecho conexo a un derecho de autor principal que le permite autorizar o prohibir la fijación, reproducción, comunicación o distribución al público de sus interpretaciones o ejecuciones. 
Organismos de Radiodifusión. Los organismos de radiodifusión como titulares de derechos conexos o afines al derecho de autor, tienen la potestad de autorizar o prohibir la transmisión, fijación y reproducción de sus emisiones, no del contenido de las mismas. 
Productores de Fonogramas. El productor de un fonograma tiene un derecho conexo con relación a un derecho de autor principal que recae sobre la producción que ha realizado. En este sentido, el productor de un fonograma tiene derecho a autorizar o prohibir la reproducción, distribución al público y puesta a disposición de su fonograma o grabación ya sea en vinilo, compacta, digital o cualquiera otra forma conocida o por conocerse.

Contratos del Derecho de Autor

La legislación establece que las negociaciones que envuelvan derechos de autor deben realizarse por escrito y ser registradas ante la autoridad correspondiente (Art. 79 párrafo 3 Ley 65-00) y que la interpretación de los mismos siempre será restrictiva a favor del autor, no permitiéndose el reconocimiento de derechos más amplios que los expresamente concedidos por el autor (Art. 81, Ley 65-00).

Asimismo, no se permite la sub-cesión sin el consentimiento previo del autor (Art.83, Ley 65-00) y se considerarán nulas de pleno derechos las contrataciones globales de la producción futura y el compromiso de no producir o de restringir la producción futura, aún fuese por tiempo limitado, al tenor del Art. 84 de la misma Ley 65-00.
De Edición. El Art. 85 de la Ley 65-00 establece que en virtud del Contrato de Edición, el titular de un derecho de autor de una obra se obliga a entregar un ejemplar de la misma al editor, quien se compromete a publicarla, distribuirla y promoverla por su propia cuenta y riesgo, en las condiciones pactadas y con sujeción a lo dispuesto en todo el articulado de la Ley.
De Inclusión de una Obra en un Fonograma. Mediante el contrato de inclusión de una obra en un fonograma, el autor autoriza a un productor mediante una remuneración previa, a fijar la obra en un fonograma para su disposición al público, conforme lo establecido en los artículos 113 al 118 de la Ley 65-00.

De Representación. Por su parte, el contrato de representación es el que se establece cuando el autor de una obra dramática o dramático musical, coreográfico o de cualquier género similar, autoriza a un empresario a hacerla representar en público a cambio de una remuneración. Los Arts.119 al 127 de la Ley 65-00 regulan esta figura contractual.

Las Obras Audiovisuales y los Programas de Computadoras

Una obra audiovisual como la cinematográfica u otra análoga, será protegida como obra original y se presumirán coautores, salvo pacto en contrario, el director, el autor del guión, el autor de la música y el dibujante (Art. 58, Ley 65-00).
En lo que respecta al derecho patrimonial, salvo prueba en contrario, se presume que los autores de la obra audiovisual han cedido al productor, en forma exclusiva, los derechos patrimoniales de la obra y la autorización a ejercer la defensa de los derechos morales de los demás autores.
Los programas de computadoras, por su parte, gozan también de la protección que concede el derecho de autor. El productor de un programa de computadoras tiene el derecho exclusivo de reproducir y comercializar el programa, así como a autorizar adaptaciones, licencias de uso o versiones (Art. 73, Ley 65-00).
Unidad de Derecho de Autor: Registro y Depósito Legal del Derecho de Autor

La Ley 65-00 instituye la Unidad de Derecho de Autor, cuyas diversas atribuciones, tendentes a garantizar la difusión y cumplimiento de la ley que la crea y las instituciones jurídicas que contiene, las ejerce la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA).
En este sentido, el Art. 187 de la indicada Ley establece, que son atribuciones de la Unidad de Derecho de Autor:

Organizar y administrar el Registro Nacional del Derecho de Autor. El Registro Nacional del Derecho de Autor depende de la Unidad de Derecho de Autor y tiene a su cargo el registros de las obras protegidas por la Ley 65-00, así como de los contratos en los que se negocien derechos de autor y conexos y documentos constitutivos de las Sociedades de Gestión Colectiva (Arts. 149 y siguientes de la Ley 65-00).
Será objeto de registro cualquier manifestación jurídica que implique una constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen o transmisión de derechos de autor y derechos conexos.
También son objetos de registros los seudónimos de los autores que deseen conservar su anonimato, depositando en sobre lacrado su verdadera identidad.

Con el Registro Nacional de Autor, se pretender dar publicidad a los derechos y dar garantía de autenticidad y seguridad a los mismos.
Violaciones, Acciones y Sanciones

Desde los artículos 168 al 184 la Ley 65-00, regula todo un sistema de represión a las violaciones de los derechos establecidos a favor de los titulares de derecho de autor o derechos afines o conexos.
Violaciones. La Ley 65-00 establece una serie de actuaciones consideradas como violatorias del derecho de autor o de los titulares de derechos afines o conexos en relación a las obras literarias, artísticas o científicas y en relación a la interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión.
En efecto, cualquier uso no autorizado de uno de los derechos que protege la Ley 65-00, entiéndase modificación, reproducción, publicación, distribución, abuso, usurpación, comunicación, difusión, fabricación, etc., que infrinja el derecho patrimonial o moral, es considerado una violación.
La responsabilidad de las violaciones se extiende a quienes dispongan su materialización (autores intelectuales), a los representantes legales de personas jurídicas y a todos lo que faciliten o encubran los hechos violatorios a la ley.

Sanciones. Las violaciones conllevan sanciones. Así, se establece prisión de tres meses a tres años y multas de cincuenta a mil salarios mínimos. En caso de reincidencia se impone el máximo de las penas.
Cuando a la víctima de la infracción se le hayan ocasionado graves dificultades a su subsistencia, las multas se aumentarán al triple de la cuantía del perjuicio material causado. Y si el infractor es insolvente, se aplicará un día de prisión correccional por cada peso oro dejado de pagar, sin que en ningún caso sobrepase los dos años.

Acciones. En cuanto a las acciones, se establece un derecho de opción a favor del titular de un derecho de autor o de un derecho a fin, de elegir entre la vía administrativa, civil o represiva para iniciar su acción y proceder en el ejercicio de sus derechos.
Los procesos penales que originen las infracciones contempladas en la Ley 65-00 serán conocidos por las autoridades penales comunes según las reglas de la competencia y de acuerdo al Código de Procedimiento Criminal. Esto es el Juzgado de 1ra. Instancia del Distrito Judicial que corresponda.
Por su parte las acciones civiles se ejercerán por ante el Juzgado de 1ra Instancia del domicilio del demandado, observándose las reglas de procedimiento ordinario. La víctima podrá reclamar una reparación de los daños y perjuicios ocasionados por la violación de su derecho.
En ningún caso el monto de los daños y perjuicios será inferior al mínimo de la multa establecida como sanción.

En lo que corresponde al proceso administrativo, es la Unidad de Derecho de Autor la competente para realizar las inspecciones y establecer las sanciones de lugar.

Medidas de Fronteras. El Art. 185 de la Ley 65-00 indica que cuando el titular de un derecho de autor o afín tenga motivos válidos para sospechar la importación o exportación de mercancías que lesionen el derecho de autor o el derecho afín de que se trate, podrá solicitar la suspensión del despacho de las mismas para la libre circulación.
La solicitud se realiza ante la Dirección General de Aduanas o ante la Procuraduría Fiscal correspondiente, pudiendo además estas dependencias actuar por oficio.
ACTIVOS DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL

La Propiedad Industrial

La Propiedad Industrial es el otro gran campo contenido dentro de la Propiedad Intelectual en sentido general y comprende el estudio de varias figuras jurídicas, a saber: Patentes de Invención, Modelos de Utilidad, Diseños Industriales, Signos Distintivos, Secreto Comercial y las reglas que reprimen la Competencia Desleal.
Patentes de Invención

Las patentes de invención constituyen una de las formas más antiguas para la protección de las invenciones que aportan mejoras tecnológicas. 
Condiciones de Patentabilidad. Los artículos del 3 al 6 de la Ley 20-00 establecen los requisitos que toda invención debe llenar para ser patentable, esto es: (i) Aplicación industrial, (u) novedad y (iii) nivel inventivo.

El Titular de la Patente. El artículo 7 de la Ley 20-00 establece que el derecho a la patente de invención le pertenece, en principio al inventor o a los inventores. No obstante, la misma ley en sus artículos 8 y 9 establece ciertas disposiciones cuando la invención es efectuada dentro de una relación laboral.
Si la invención se realiza en cumplimiento de un contrato de trabajo, el derecho a la patente le pertenece al que contrató para tal invención y no al inventor. Si la invención es realizada por un empleado no inventor, o sea, fuera de toda actividad inventiva, el empleado debe notificar a su empleador por escrito. Si el empleador en un plazo de dos meses a partir de su notificación no indica su interés al empleado, el derecho de la patente le pertenece al empleado. Mientras que si el empleador realiza la notificación, el derecho a la patente le corresponderá debiendo remunerar equitativamente al trabajador.

Tipos de Registros. Por lo general a la primera patente concedida sobre una invención que ha cumplido con los requerimientos que establece la ley se le denomina Patente Nueva. Sin embargo, existen otros tipos de patentes llamadas de Prioridad.

Procedimiento. La solicitud de protección de una patente puede ser presentada por una persona jurídica o física mediante la tramitación de una instancia ante la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial, órgano administrador de los derechos de Propiedad Industrial en República Dominicana.

La instancia, además de las menciones tradicionales que establece el derecho común y de la justificación del pago de los impuestos correspondientes, debe contener una descripción que revele suficientemente la invención y dibujos. Asimismo, debe contener un resumen o síntesis de lo divulgado y la reivindicación de la materia sobre la cual se desea protección bajo patente. Una solicitud puede comprender una invención o vas invenciones relacionadas entre sí.

Duración del Derecho. La patente de invención concedida tiene una duración de veinte años a partir de la presentación de la solicitud. Durante todo este tiempo, el titular de la patente goza del derecho de fabricar y ofrecer en venta el producto o emplear y ejecutar el procedimiento, según sea el caso (Arts. 27 y 29 de la Ley 20-00).
Negociabilidad de la Patente. Los Arts. 7 y 32 inciso 1 de la Ley 20-00 establecen que el derecho a la patente puede ser transferido por acto entre vivos o por vía sucesoria. En efecto, puede transferirse por acto entre vivos a título gratuito y oneroso.
El titular de una patente también puede conceder licencias contractuales a favor de una tercera persona para el uso o comercialización del producto o proceso patentado (Art. 33 Ley 20-00). La ley consagra además la modalidad de licencia obligatoria.

Modelos de Utilidad
Para los denominados inventos menores, la ley 20-00 consagra el Modelo de Utilidad. El Art. 49 de la indicada ley define el modelo de utilidad, como cualquier nueva forma, configuración o disposición de elementos de algún artefacto, herramienta, instrumento, mecanismo u otro objeto, o de alguna parte del mismo, que permita un mejor o diferente funcionamiento, utilización o fabricación del objeto que lo incorpora, o que le proporcione alguna utilidad, ventaja o efecto técnico que antes no tenía.

Diseños Industriales

Cuando un elemento nuevo se le incorpora a un producto ya existente quedando mejorada la apariencia física del mismo, la protección jurídica se realiza a través del Diseño Industrial o Patente de Diseño, como se le denomina en algunos países como el caso de los Estados Unidos.
El Art. 54 de la ley 20-00 define el diseño industrial como cualquier reunión de líneas o combinaciones de colores o cualquier forma externa bidimensional o tridimensional, que se incorpore a un producto industrial o de artesanía para darle una apariencia especial, sin que cambie el destino o finalidad de dicho producto. 

Signos Distintivos

Los Signos Distintivos constituyen un grupo de figuras jurídicas de suma importancia dentro de la Propiedad Industrial, por el gran valor económico y de imagen que les reporta a las empresas, principales titulares de estos derechos.

Concepto y Tipos de Signos. El Art. 70 de la ley 20-00 en su inciso G, indica que un signo distintivo puede ser una marca, un nombre, un rótulo o un emblema. Esta definición simplemente enunciativa es combinada con el Art. 72 inciso 1 de la referida ley 20-00, en el cual se indica, en referencia a la marca pero que puede ser aplicado a cualquier tipo de signo distintivo, que el mismo puede consistir en, palabras, denominaciones de fantasías, nombres, seudónimos, lemas comerciales, letras, números, monogramas, figuras, retratos, etiquetas, escudos, estampados, viñetas, orlas, líneas y bandas, combinaciones y disposiciones de colores y formas tridimensionales. También se considera como tipo de signo distintivo, la forma, presentación o acondicionamiento de los productos, o de sus envases, o envolturas, o de los medios, o locales de expendio de los productos, o servicios correspondientes.

Adquisición del Derecho sobre un Signo. Aunque el derecho sobre un signo distintivo se adquiere mediante su registro, por lo que el mismo es constitutivo o atributivo de derecho, en algunos casos el derecho puede ser reivindicado cuando existe un uso previo y no interrumpido, para cuyo caso el registro será declarativo de un derecho anteriormente adquirido mediante el uso.

Secreto Comercial

Concepto. La Ley 20-00 ofrece protección jurídica a las informaciones secretas que generan ventajas competitivas a sus titulares, las empresas. El Art. 178 de la ley 20-00 define el Secreto Comercial como cualquier información comercial no divulgada que una persona natural o jurídica posea, que pueda usarse en alguna actividad productiva, industrial o comercial y que sea susceptible de transmitirse a un tercero.
El secreto comercial no es mas que cualquier tipo de información que por su importancia, no es de conocimiento público y de la cual su propietario realiza esfuerzos para mantenerla secreta. Los secretos comerciales conllevan costos para su elaboración, incluso cuando la información es negativa como el caso de los procesos en los que no se ha llegado a nada útil.

Condiciones para su Protección. Es necesario que la información que constituye un secreto comercial, (i) no fuese generalmente conocida, ni fácilmente accesible por quienes se encuentran en los círculos que normalmente manejan la información y que además dicha información (ji) haya sido objeto de medidas razonables tomadas por su legítimo poseedor para mantenerla en secreto.

Concepto. Será considerado como acto de competencia desleal, todo acto realizado en el ámbito comercial o profesional que sea contrario a los usos y prácticas honestas, sin que sea necesario que el agente tenga calidad o no de comerciante o profesional, y sin necesidad de que exista una relación de competencia entre el sujeto activo y pasivo del acto.

Son actos de competencia desleal, los siguientes:

A. Los actos de confusión. El uso de indicaciones o apariencias similares de productos, servicios o negocios que confunda al consumidor y le tienda a errar en su libre elección.

B. Las aseveraciones falsas (descrédito). Acusaciones que vayan en menoscabo de un competidor, su establecimiento o producto, a través de acusaciones faltas.

C. Inducir a error (engaño). Se induce a engaño a través de afirmaciones falsas o que siendo correctas, tiendan a inducir a engaño en la persona del consumidor. 
D. Divulgación de secretos comerciales. Tal como explicamos en forma extensa más adelante, la divulgación de información secreta como fórmulas, procesos, formas, negocios, etc., constituye un acto de competencia desleal.

E. Beneficios gratuitos. Sacar ventaja indebida aprovechándose de los logros de otro. Aprovecharse de la inversión de tiempo y dinero de un competidor copiando sus logros de forma indebida.

F. Publicidad Comparativa. Referirse a otro producto de la competencia de forma negativa o positiva constituye una publicidad comparativa que desencadena en un acto de competencia desleal, pues se realiza una referencia no autorizada del producto, servicio o negocio de un competidor.

G. Los actos que implican un aprovechamiento indebido del prestigio de una persona, empresa o signo, así como los actos susceptibles de dañar o diluir el prestigio o la reputación de una persona, empresa o signos.

Oficina Nacional de la Propiedad Industrial

La Oficina Nacional de la Propiedad- Industrial (ONAPI) es la entidad administrativa encargada de la concesión, mantenimiento y vigencia de las Patentes de Invención, Modelos de Utilidad, Diseños Industriales y Signos Distintivos.

Composición y Atribuciones. La ONAPI funciona bajo la dirección de un Directorio integrado por el Secretario de Estado de Industria y Comercio, quien lo preside, por el Secretario de Estado Técnico de la Presidencia, el Secretario de Estado de Salud Pública y Asistencia Social, el Secretario de Estado de Educación y el Director del Instituto Dominicano de Tecnología Industrial (Indotec).

El directorio de la ONAPI tiene facultad para designar al Director General de la oficina por un período de cinco años, ratificar a los funcionarios de la misma, aprobar el presupuesto anual, así como los manuales organizativos y de operaciones. También la ONAPI tiene como atribución el proponer y recomendar la política nacional en materia de propiedad industrial, la modificación de leyes y la adhesión y aplicación de tratados.
En lo que respecta al Director General de la ONAPI, este tiene la representación legal de la oficina, así como la supervisión administrativa y técnica de la misma. Es además quien designa a los gerentes, directores y examinadores de cada departamento.
El Director General tiene como atribución, el proponer al Directorio todo lo que esté sujeto a la aprobación previa de este. Asimismo, el Director General es quien conoce, en grado de apelación, las decisiones de los directores de departamentos de la ONAPI y está facultado para conceder, en los casos que correspondan, las licencias obligatorias en materia de patentes de invención.

En sentido general, ante la ONAPI se presentan todas las acciones relacionadas con la concesión, mantenimiento y vigencia de los registros de invenciones y signos distintivos conforme lo establece la ley 20-00, entiéndase (i) solicitudes de derechos, (ii) inscripciones o afectaciones jurídicas y (iii) procedimientos especiales.

Las Obtenciones Vegetales

La protección jurídica de las creaciones intelectuales adquiere un nuevo campo y se extiende al mundo de las nuevas obtenciones o variedades vegetales, a fin de reconocer y salvaguardar el derecho de los obtentores de los fitomejoramientos en las áreas de la agricultura, la horticultura y la silvicultura y como un incentivo por los esfuerzos en materia de conocimientos, recursos materiales y tiempo que se invierte en este tipo de actividad.
Concepto y Generalidades. El acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) reconoce tres tipos de protección para las nuevas variedades vegetales. Se reconoce protección a través de Patentes, mediante el establecimiento de un Sistema Suis Generis y mediante la combinación de estos dos.

La Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV por sus siglas en francés), establece los requisitos siguientes para que una obtención vegetal pueda protegerse jurídicamente: novedad, denominación conforme, distinción, homogeneidad y estabilidad.
La novedad implica la no explotación comercial anterior. La denominación conforme es la indicación que corresponderá a su denominación genérica. Y la distinción, homogeneidad y estabilidad son parte de los requisitos técnicos a los que debe someterse la nueva variedad.

Tema 4. Nuevos escenarios de los Derechos Intelectuales

Derecho de autor

El uso de la imagen no autorizada de una persona podría eventualmente generar responsabilidades civiles y penales.

La violación del derecho se considera un abuso que se agrava cuando la imagen reproducida sin autorización es utilizada para fines lucrativos.

Cuando se imputan juicios de valor y se degenera la moral o se distorsiona la imagen de manera tal que se afecta considerablemente la vida íntima personal o familiar del agraviado y su reputación o buen nombre, se debe cuestionar la eventual violación del Derecho a la Imagen.

Algunas legislaciones que regulan el tema, disponen de ciertas excepciones a la hora de evaluar si hubo o no violación del Derecho a la Imagen; en ese sentido, se refieren al llamado “interés legitimo a la información” o “noticias de actualidad”, O sea, el derecho que se tiene sobre nuestra propia imagen se pierde al momento en que por circunstancias especiales pasamos a ser un acontecimiento de actualidad cuya información pública se reputa útil a la sociedad. He aquí cuando hablamos de la reproducción de un acto público para uso social.
El derecho de autor cuando la obra es por encargo

Las obras creadas por encargo, también han quedado protegidas por las disposiciones de la nueva Ley 65-2000 sobre Derecho de Autor. En efecto, la referida ley establece en su artículo 14 lo siguiente: “En las obras creadas por encargo, la titularidad de los derechos patrimoniales se regirá por lo pactado entre las partes. En todo caso, las obras sólo podrán ser utilizadas por los contratantes, por el medio de difusión expresamente autorizado por el autor o autores que en ellas intervinieron”.
En principio, el que, encarga y el encargado son libres en pactar y reglamentar todo lo relativo a su relación contractual. Ahora bien, se les impone establecer expresamente la autorización del autor encargado en donde se indique los medios bajo los cuales podrá ser fijada, usada y difundida la obra creada a favor del que encarga. Otras disposiciones de la Ley 65-00 exigen que el contrato sea por escrito (Art. 79, Párrafo 3), el cual siempre se interpretará en forma restrictiva (Art. 81) y deberá registrarse ante el Registro Nacional del Derecho de Autor de la Unidad de Derecho de Autor (Art. 149).
Telecomunicaciones

El Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones

El desarrollo indetenible de la informática y su obligado uso en todas las actividades económicas, ha servido de catapulta al extraordinario repunte de las telecomunicaciones. Los indicativos están a la vista, y es que en nuestro país las telecomunicaciones han sido uno de los renglones de mayor inversión en los últimos tiempos, que por consecuencia ha permitido una mejora económica al Estado en virtud de lo que recibe por tributaciones y otros beneficios.

La nueva Ley 153-98, marco regulatorio básico de interés público y social en materia de telecomunicaciones, regula la instalación, mantenimiento y operación de redes así como la prestación de servicios y provisión de equipos para todo el espectro radioeléctrico nacional. La misma establece la creación del INDOTEL, órgano regulador que con carácter de entidad estatal descentralizada, de autonomía operativa, jurisdiccional y financiera, con patrimonio propio ‘y con personalidad jurídica capaz de adquirir derechos y contraer obligaciones, está facultado para otorgar, ampliar, revocar y renovar concesiones y licencias en materia de telecomunicaciones. También posee capacidad para dictar reglamentos y excepcionalmente fijar tarifas por servicios a usuarios. Otras de las funciones del INDOTEL radica en la aplicación del régimen sancionador ante la comisión de determinadas faltas a la ley y la facultad de exigir la entrega información a las prestadoras de servicios.

El INDOTEL recibe una contribución equivalente al 2% de las facturaciones aplicadas a los usuarios de servicios públicos de telecomunicaciones; el equivalente por los derechos de uso del espectro radioeléctrico otorgado a las prestadoras de servicios; las contribuciones que se desprenden al momento de otorgar concesiones y licencias; las asignaciones que eventualmente podría asignar el gobierno central; así como los beneficios que genere su propio patrimonio.

Retransmisiones de emisiones de radio y televisión

Los organismos de radiodifusión gozan del derecho exclusivo de autorizar o prohibir la retransmisión, fijación o reproducción de sus emisiones. Para los casos en que los organismos de origen concedan algunos de estos derechos, podrán obtener una remuneración equitativa por sus emisiones sonoras o audiovisuales (Art. 144 Ley 65-00).
Las personas físicas o jurídicas autorizadas para prestar servicio de telecomunicaciones, no podrán retransmitir señales emitidas por un órgano de origen sin la autorización -expresa de este último (Art. 131 Ley 65-00). 

La Oficina Nacional de Derecho de Autor está facultada para practicar la vigilancia y las visitas de inspección técnica que considere pertinente conjuntamente con el auxilie de la autoridad en telecomunicaciones (Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones, INDOTEL
La Internet

A través de la Internet tenemos acceso no presenciable, con personas, acontecimientos y documentos desde todas las regiones del mundo. Podemos obtenerlos a través de la comunicación en línea o chateo, visitando los sitios oficiales y privados (web sites), intercambiando correos electrónicos o consultando buró de créditos y páginas amarillas / blancas virtuales. 
La Internet, ese conjunto entrelazado de servidores proveedores de informaciones y denominado en inglés como world wide web por sus siglas WWW ha permitido el desarrollo de una diversidad de escenarios que afectan irremediablemente el derecho en general, sobre todo los derechos de Propiedad Intelectual (Derechos de Autor) y derechos de Propiedad Industrial ( Marcas, Patentes, Nombres, Diseños, etc.).

Los contenidos ilícitos del Internet

La revolución tecnológica repuntó el desarrollo de las telecomunicaciones y con esta la globalización de las economías, lo que ha abierto una ventana gigantesca al crimen organizado internacional. Hablamos de violación de los derechos de Propiedad Intelectual e Industrial, comercialización de drogas controladas, tráfico de mujeres y niños para fines de esclavitud y sexo, robos electrónicos, blanqueo de dinero, creación y difusión de virus, destrucción del honor y la consideración de las personas, entre otras actividades. 
Aunque no existe una regulación universal, contamos con muchas legislaciones dispersas y organizaciones que administran la red, a saber: Existen las administradoras de nombres de dominios que son las instituciones que otorgan el uso de nombres en la Internet (Network information Centers, Internet Assigned Numbers, Nic, etc.); La Internet Society, la cual establece normas técnicas y de dirección; Architecture Board, para estándares de comunicaciones; Icann, establece estándares para la asignación de nombres de dominios; Acuerdos Internacionales sobre Derecho de Autor, administrados por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), y legislaciones internas para cada país.
Propiedad virtual en Internet

El nombre de dominio no es más que la dirección de un ordenador conectado vía Internet, el cual estaba constituido por una combinación de letras y/o números. Si tomamos como ejemplo el contacto electrónico del periódico La Información obtendríamos la siguiente dirección: www.lainformación.com, notamos que el nombre de dominio está constituido básicamente por WWW, abreviatura de World Wide Web; siguiendo la denominación comercial del negocio o persona (La Información); más el denominado dominio de nivel genérico superior (g-TLD), o sea, el .com (Comercial), org (Organización), Gob. (Gobierno), dependiendo de la naturaleza del negocio. Algunos nombres de dominio contienen un genérico relativo al país de origen del negocio (cc-TLD), .do Dominicana, .EU (Estados Unidos), .UK (Reino Unido), dependiendo del país.

El Nombre de Dominio es utilizado para comercializar productos y servicios a través del Internet, por las ventajas que éste ofrece, a saber: Las personas pueden recordar más fácil una dirección nominal que una numérica. El Nombre de Dominio por lo general es corto, refleja el concepto o imagen de la empresa y permite conocer la interioridad de la misma, ordenar productos o servicios y pagar por ellos sin necesidad de presentarnos físicamente al establecimiento comercial; ni decir de la proyección mundial de las marcas y servicios que utilizan esta vía.

Las administradoras de nombres de dominios
Las Administradoras de Nombres de Dominios, son entidades comerciales localizadas en Internet, dedicadas al registro mundial de nombres de dominios a cambio de una sola condición. Estas entidades otorgan el registro de un nombre de dominio al primero que lo solicite en ausencia de procedimientos preestablecidos y sin importar si la denominación a registrarse se trata de una marca famosa o notoriamente conocida propiedad de un tercero.
Esta práctica se ha constituido en una barrera para el comercio virtual internacional que afecta tanto a consumidores, como a los verdaderos titulares de estos derechos.

Algunas soluciones a priori

El doctor Cándido Simón Polanco en su escrito titulado “El Proceso Penal en el Siglo 21”, publicado en la Gaceta Judicial No. 53, nos habla de la Justicia Cibernética y nos trae el postulado del profesor Teodosio Palomino sobre el Derecho Virtual y los Abogados Cibernéticos, indicándonos: “Ha quedado evidenciado que los mecanismos tradicionales de administración de justicia, el juez aséptico con la espada, la balanza y la venda son insuficientes para combatir el delito de la computadora y alta tecnología.” Así mismo el doctor Simón Polanco resalta como los elementos clásicos que tipifican la infracción han sido derribados por los adelantos tecnológicos.
Como salida a priori, algunas administraciones de marcas plantean otorgar bajo certificados de registros de marcas de fábricas, los nombres de dominios de direcciones virtuales.

Labor de la OMPI
La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), entidad creada en el 1970, actual organismo especializado de las Naciones Unidas y principal fomentador de la protección de la Propiedad Intelectual e Industrial en todo el mundo con la administración a su cargo de diversos tratados internacionales sobre la materia, organizó un programa internacional de consultas sobre los nombres de dominios en Internet, a fin de regularizar la disputa mundial que ha generado el registro de nombres de dominio y obtener soluciones armonizadas aplicables a todas las legislaciones del mundo
Los principales problemas encontrados radican en la falta de comunicación institucional entre las Administradoras de Dominios y las Administradoras de Marcas de Fábrica, las primeras generalmente de naturaleza privada y ausente de procedimientos administrativos y la segunda de naturaleza gubernamental y con registros delimitados geográficamente, lo que ha llevado a centrar los objetivos de las consultas en los siguientes puntos:
1. Institucionalización internacional del registro de Nombres de Dominios a través de la creación de una entidad no lucrativa que administre los aspectos técnicos y de política del Sistema de Registro de Nombres de Dominio (DNS) para Internet (The Internet Corporation for Assigned Names and Numbers ICANN) que conlleve a un verdadero Sistema de Protección de los Nombres de Dominios.
2. La ICANN, deberá examinar los intereses de las partes, involucradas en la relación de Nombres y Marcas, para lo cual deberá exigir una serie de datos previo otorgamiento del dominio.

3. Desarrollo de un Sistema de Solución de Controversias uniforme (que no coincide con el sistema judicial interno de cada país); así como la implementación de una política que reduzca al mínimo los conflictos (Sistema de Prevención).

4. Necesidad de proveer protección a las marcas famosas o notoriamente conocidas a fin de evitar su dilución o aprovechamiento indebido.

5. Definición de lo que es una ocupación ilegal del ciberespacio y la distinción entre dominios comerciales y no comerciales.

6. La introducción de nuevos nombres de dominio de nivel genérico y su repercusión con la Propiedad Intelectual.
Sobre el correo electrónico

Las operaciones comerciales a través de la Internet son sinónimos de reducción de costos, rentabilidad, eficiencia y aumento constante del valor de las acciones de las empresas.

La firma digital es uno de los medios utilizados para la expresión electrónica de nuestra voluntad a través de la Internet, la cual basa su tecnología en el uso de la criptografía. A saber, se establecen códigos secretos para criptar o descriptar mensajes en la relación emisor-receptor, cuyo objetivo es comprobar la (i) manifestación de una voluntad, la (ii) identificación de un firmante y la (iii) acreditación de un documento. 
El valor de la prueba

Uno de los principales obstáculos del comercio electrónico radica en el reconocimiento del valor probatorio de las transacciones dentro de los sistemas tradicionales de justicia que durante toda una vida han negado el valor probatorio de las imágenes a través de la fotografía y los videos.
Con el comercio electrónico el negocio sigue siendo el mismo (compra-venta). La novedad radica en la forma como se manifiesta la voluntad, que por ser de una naturaleza intangible (ausencia de documentos) no permite establecer con certeza ciertas actuaciones. Como una forma de hacer frente a la problemática las primeras legislaciones (Estados Unidos, Unión Europea) que abordan el comercio electrónico equiparan la validez del documento en papel a la del documento electrónico, siempre que éste último pueda ser recuperado en su contenido y reconocido por las partes contratantes y cualquier otra persona autorizada. Algunos se muestran inclinados al sistema de la libre apreciación de la prueba en materia de comercio electrónico y elevan a un rango primario la apreciación soberana del juez.
Propiedad Industrial

Invenciones efectuadas en ejecución de un contrato

Cuando la invención se origina en ocasión de la ejecución de un contrato de trabajo o de servicio, el derecho de la invención pertenece a la persona que contrata, o sea al empleador. No obstante, el inventor contratado tiene derecho a una remuneración especial dependiendo del valor económico que tuviera la invención.
Invenciones efectuadas por un empleado no inventor
 Cuando el empleado no estuviera obligado por un contrato a realizar una labor inventiva o realiza una invención utilizando los medios a los que tuviera acceso en ocasión de su empleo, deberá comunicar el hecho al empleador quien tendrá un plazo de dos meses para manifestar su interés en la propiedad de la invención. Si el empleador no notifica su interés, el derecho de la patente pertenecerá al empleado.
La nueva Ley 20-00 establece además que serían nulos los acuerdos que se perfilen menos favorables a las disposiciones que establece la misma ley. También, el nuevo cuerpo Legislativo establece una reducción de tasas para tramitar y mantener las patentes de invención, en favor de los inventores.
Cuando la marca de fábrica es un nombre de pila o patronímico

Es común encontrar un sinnúmero de entidades, productos o servicios, que son distinguidos comercialmente con el nombre de pila o patronímico de su mismo titular, sobre todo cuando estos últimos gozan de cierta notoriedad especial. Bajo esta práctica han nacido y se han desarrollado grandes emporios comerciales.

Al respecto existe una idea, y es que a nadie se le puede negar el registro de su propio nombre, ya sea como marca de fábrica o nombre comercial; para justificar este criterio, algunos reivindican lo de la inalienabilidad del nombre y la libertad constitucional de ejercer el comercio. 
Si bien los nombres de pila o patronímicos y aquí podríamos incluir los seudónimos o sobrenombres- son registrables por su titular como marcas o nombres comerciales, no es menos cierto que el ejercicio de esta prerrogativa, está supeditada a ciertas condiciones de control, pues son muchos los nombres comunes o no tan comunes, que se han constituido en grupos comerciales y marcas famosas de reputada notoriedad nacional e internacional, de los que cualquier tercero con nombre homónimo podría beneficiarse registrándolo, aprovechándose de la fama y distinción creada por el primero. En efecto, a) No podrá ser registrable el nombre de pila o patronímico igual o parecido a otro registrado con anterioridad, y b) No podrá ser registrable el nombre de pila o patronímico igual o parecido a otro no registrado pero de reputada notoriedad. Obviamente, en ambos casos, sin perjuicio de previas autoridades de parte de sus verdaderos titulares.
Las Marcas Notorias

Un signo notorio es aquel cuya obvia fama no puede ser desconocida por los comerciantes dedicados a la explotación de la misma rama e incluso no puede ser desconocida por el público que lo consume o usa el servicio que el mismo promueve.
Algunos acuerdos internacionales, normas internas de nuestra legislación luego de haber sido ratificados por el Congreso Nacional, establecen ciertas reglamentaciones con relación a las Marcas Notorias. En primer lugar, el Convenio de Paris para la protección de la Propiedad Industrial del 20 de marzo del 1883 ratificado por el Congreso Nacional con sus modificaciones al 1928, establece en su artículo 6to Bis que los países contratantes se comprometen a rehusar o invalidar, ya sea de oficio o a petición del interesado, el registro de una marca que fuere la reproducción o imitación de una marca que se estime notoriamente conocida en el país de registro. Por otro lado, un acuerdo más reciente, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), ratificado por el Congreso Nacional en el 1995,-reproduce la protección a las Marcas Notorias reconocida por el Convenio de París, estableciendo además que la referida notoriedad bastaría en el país miembro de que se trate.
La protección de una marca notoria se extiende al supuesto en que dicha marca fuere registrada por una persona no autorizada para identificar productos de una naturaleza diferente a lo que ella distingue. Es como querer registrar Coca-cola para distinguir un detergente. Al efecto, se produciría lo que llaman dilución de la marca.
Mercado y competencia

Mercado, competencia y propiedad intelectual

El mercado tiene muchos obstáculos y para ello debemos implementar políticas no solamente de Protección al Consumidor que es uno de los agentes más afectados, sino además, reglas claras de competencia. 
No obstante a ello, todavía el Congreso Dominicano no ha aprobado importantes leyes que regulan la materia; mientras tanto, nuestro país ya forma parte de importantes acuerdos comerciales bilaterales y multilaterales, amén de los que actualmente se encuentran bajo negociación.
De todas formas, nos urge una normativa que regule el mercado e instituya reglas claras de competencia, armonizadas con disposiciones ya existentes como la que establece la Ley General de Telecomunicaciones. Asimismo, es importante que dichas reglas contengan disposiciones de protección al consumidor y de sanción a las actuaciones consideradas como desleales dentro de los usos razonables del comercio. 
Las nuevas leyes deben contener instituciones reguladoras con independencia técnica y financiera, cuyos planes de trabajo se encuentren exentos de las mañas políticas. En este sentido, el rol del Poder Ejecutivo es principal a la hora de reconocer la discrecionalidad administrativa de los organismos a instaurarse que deberán procurar un uso eficiente de los recursos y la maximización de la eficiencia económica como una forma de procurar el bienestar social.
Ley sobre prácticas desleales

El Senado convirtió en Ley un proyecto sobre Prácticas Desleales de Comerció y Medidas de Salvaguarda. Con la nueva legislación, pendiente de promulgación por parte del Poder Ejecutivo, se busca reprimir y sancionar los actos de competencia desleal que se suscitan entre los operadores de un mercado, incluyendo consumidores.

El referido estatuto jurídico, entre otras disposiciones, contiene normas relativas a Propiedad Intelectual y Derechos del Consumidor; además, establece sanciones pecuniarias que. serán calculadas sobre la base de un porciento aplicado al ingreso bruto de la empresa infractora, fórmula acertada y justificada en razón de que los actos desleales buscan crear una ventaja competitiva apoyándose en infracciones a ley que se traducen en una merma de ingreso para la empresa perjudicada, pero en beneficio de la infractora. En ese sentido, es justo que a la empresa infractora se le aplique una .pena pecuniaria sobre la base de sus ingresos adquiridos ilícitamente.

Delitos Contra La Propiedad Intelectual.

Delitos Contra El Derecho De Autor.

Generalidades.

Es sumamente importante sancionar penalmente a los infractores de la legislación sobre los derechos intelectuales. Existe un fenómeno en el ámbito mundial de sacar beneficios económicos violando los Derechos intelectuales, al cual se le ha denominado la piratería.
Diversas Legislaciones de Derecho de Autor hacen referencia a organismos especializados en materia de Derecho de Autor a los cuales suelen llamárseles Unidades de Derecho de Autor, en nuestro país las funciones destinadas a las Unidades de Derecho de Autor son ejercidas por la Oficina Nacional De Derecho De Autor (Onda). La ley 65-00 en su título XIV se refiere a la Unidad de Derecho de Autor, el artículo 187 de la referida ley señala las atribuciones de ésta, entre ellas: Organizar y administrar el Registro de Derecho de Autor; autorizar, inspeccionar y vigilar las Sociedades de Gestión Colectiva; conciliar y arbitrar en materia de Derecho de Autor; desarrollar programas de difusión, capacitación y formación en esta materia.

El Ministerio Público ha desarrollado una labor grandiosa en materia de Derecho de Autor, en la persecución de hechos contrarios al derecho que lesionan los intereses de los autores, el Estado, las instituciones que trabajan en esta materia, y por supuesto la sociedad misma.

Las Sanciones. 

Nuestra ley de Derecho de Autor establece una serie de sanciones a los infractores de sus postulados, podemos citar al artículo 169, el cual consagra que: "Incurre en prisión correccional de tres meses a tres años y multa de cincuenta a mil salarios mínimos, quien...".
El artículo 170 de la ley 65-00, establece " multa de diez a cincuenta salarios mínimos", para el caso de reincidencia se consagra imponer al procesado el máximo de la pena.

Delitos Contra La Propiedad Industrial.

Debe distinguirse entre los delitos que atentan contra la patente (el derecho a la explotación en exclusiva de una creación industrial o comercial) o un modelo de utilidad (es la forma que se da a determinados objetos gracias a la cual se mejora el cumplimiento de su finalidad, por ejemplo, un envase con un nuevo sistema de cierre), aquellos otros que lo hacen contra la marca (es el distintivo o señal que un fabricante pone a los productos que fabrica y cuyo uso le pertenece exclusivamente) y por último los que atentan contra la denominación de origen (la indicación geográfica representativa de una determinada calidad) .

En todos los casos, para perseguir el delito será necesario que el perjudicado o en su nombre su representante legal, formulen la correspondiente denuncia. Si la persona perjudicada fuera menor de edad, incapaz o una persona desvalida, también podrá denunciar el Ministerio Fiscal. 

No será necesario presentar denuncia cuando el delito afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas. Por último, la sentencia que ponga fin al procedimiento penal dispondrá la publicación de la sentencia en los periódicos oficiales y, si lo solicita el perjudicado, el Juez o Tribunal podrá ordenar su reproducción total o parcial en cualquier otro medio informativo, a cargo del condenado. 
Los delitos relacionados con una patente o modelo de utilidad.
Comete un delito contra la propiedad industrial la persona que con fines comerciales o industriales, fabrica, importa, posee, utiliza, ofrece, o introduce en el comercio objetos protegidos legalmente por una patente o por un modelo de utilidad, o modelo o dibujo industrial o artístico, sabiendo que se encuentran debidamente registrados y sin permiso de su titular. 

También comete este delito el que con fines comerciales o industriales, utiliza u ofrece el uso de un procedimiento patentado, lo introduce en el comercio o utiliza el producto directamente obtenido con dicho procedimiento. En ambos casos, el delito será castigado con la pena de prisión de 6 meses a 2 años y multa de 6 a 24 meses. 

 

Comete un delito contra la propiedad industrial la persona que reproduce, imita, modifica, o utiliza un signo distintivo (marca) idéntico o similar a otro debidamente registrado de modo que puede confundirse con el mismo y que se emplea para distinguir los mismos o similares productos, servicios, actividades o establecimientos, siempre que se den los siguientes requisitos: 

· Que se realice con fines industriales o comerciales. 

· Que se realice sin consentimiento de su titular. 

· Que se realice sabiendo que la marca reproducida, imitada o modificada se encuentra debidamente registrada. 
También comete este delito la persona que utiliza los signos distintivos para su comercialización, o pone en el comercio productos o servicios con esos signos, sabiendo que está infringiendo los derechos exclusivos de su titular incluso cuando se trate de productos importados del extranjero. 

En ambos casos el delito será castigado con la pena de 6 meses a 2 años de prisión y multa de 6 a 24 meses. 

 

Los delitos contra la denominación de origen de un producto.

Comete un delito contra la propiedad industrial la persona que utiliza en el tráfico económico una denominación de origen (o indicación geográfica representativa de una calidad determinada) legalmente protegida para distinguir una serie de productos, siempre que lo haga de forma intencionada, sin estar autorizado para ello, y con conocimiento de que existe dicha protección. 

En estos casos se impondrá una pena de 6 meses a 2 años de prisión y multa de 6 a 24 meses. Si los delitos contra la propiedad industrial son especialmente graves, En estos casos y atendiendo al valor de los bienes producidos de forma ilegal o a la relevancia de los perjuicios ocasionados, podrá aplicarse una pena de prisión de 2 a 4 años, multa de 8 a 24 meses e inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión. El Juez también podrá ordenar el cierre temporal o definitivo de la industria o establecimiento del infractor. El cierre temporal no podrá exceder de 5 años. 
Si se divulga un invento para el se había presentado una solicitud de patente secreta, en estos casos y si se ocasiona un perjuicio a la defensa nacional, el responsable será castigado con la pena de prisión de 6 meses a 2 años y multa de 6 a 24 meses. 

La responsabilidad civil derivada de los delitos contra la propiedad industrial.

La responsabilidad civil derivada de un delito contra la propiedad industrial consiste en una indemnización económica de daños y perjuicios que comprende los daños sufridos y los beneficios que ha dejado de percibir la víctima por la vulneración de sus derechos, así como el daño moral o deterioro de la imagen empresarial que por esta causa ha sufrido en el mercado y ante los consumidores. La declaración y prueba de los daños y perjuicios sufridos debe acreditarse a lo largo del procedimiento judicial auque la cuantificación de los mismos se efectuará en la fase de ejecución de la sentencia. 

Diferencia de tipo penal entre las leyes 20-00 y 65-00.

Ley 20-00

Incurren en prisión correccional de tres meses a dos años y multa de diez a cincuenta salarios mínimos o ambas penas quienes intencionalmente:

a) Sin el consentimiento del titular de un signo distintivo use en el comercio un signo idéntico o una marca registrada, o una copia servil o una imitación fraudulenta de esa marca, en relación a los productos o servicios que ella distingue, o a productos o servicios relacionados;

b) Sin el consentimiento del titular de un signo distintivo realice respecto a un nombre comercial, un rótulo o un emblema con las siguientes actuaciones:

i) Use en el comercio un signo distintivo idéntico, para un negocio idéntico o relacionado;

ii) Use en el comercio un signo distintivo parecido, cuando ello fuese susceptible de crear confusión;

c) Use en el comercio, con relación a un producto o a un servicio, una indicación geográfica falsa o susceptible de engañar al público sobre la procedencia de ese producto o servicio o sobre la identidad del productor, fabricante o comerciante del producto o servicio;

d) Use en el comercio, con relación a un producto, una denominación de origen falsa o engañosa o la imitación de una denominación de origen, aún cuando se indique el verdadero origen de producto, se emplee una tradición de la denominación de origen o se use la denominación de origen acompañada de expresiones como "tipo", "género", "manera", "incautación" y otras calificaciones análogas;

e) Continúe usando una marca no registrada parecida en grado de confusión a otra registrada o después de que la sanción administrativa impuesta por esta razón sea definitiva;

f) Ofrezca en venta o ponga en circulación los productos o prestar los servicios con las marcas a que se refiere la infracción anterior;

g) Fabrique o elabore productos amparados por una patente de invención o modelo de utilidad, sin consentimiento de su titular o sin la licencia respectiva;

h) Ofrezca en venta o ponga en circulación productos amparados por una patente de invención o modelo de utilidad, a sabiendas de que fueron fabricados o elaborados sin consentimiento del titular de la patente o registro o sin la licencia respectiva;

i) Utilice procesos patentados, sin el consentimiento del titular de la patente o sin la licencia respectiva;

j) Ofrezca en venta, venda o utilice, importe o almacene productos que sean resultado directo de la utilización de procesos patentados, a sabiendas de que fueron utilizados sin el consentimiento del titular de la patente o de quien tuviera una licencia de explotación;

k) Reproduzca o imite diseños industriales protegidos por un registro, sin consentimiento de su titular o sin la licencia respectiva;

l) Sin ser titular de una patente o modelo de utilidad o no gozando ya de los derechos conferidos por los mismos, se sirve en sus productos o en su propaganda de denominaciones susceptibles de inducir al público en error en cuanto a la existencia de ellos;

ll) Oculte o suministre falsa información a la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial con el objetivo de obtener una patente que no cumple con los requisitos de patentabilidad.

PARRAFO.- La responsabilidad por los hechos descritos anteriormente se extiende a quienes ordenen o dispongan su realización, a los representantes legales de las personas jurídicas y a todos aquellos que, conociendo la ilicitud del hecho, tomen parte en él, lo faciliten o lo encubran.

Artículo 167.- De las acciones.

1) La acción para la aplicación de las penas indicadas en el artículo anterior deberá ser iniciada por el titular del derecho.

2) Las disposiciones del derecho penal común son aplicables de manera supletoria y siempre y cuando no contradigan la presente ley.

3) Ninguno de los procedimientos a que diere lugar la aplicación de la presente ley, quedará sometido a la prestación de la garantía previa, establecida en el Artículo 16 del Código Civil y los Artículos 166 y 167 del Código de Procedimiento Civil y sus modificaciones.

Artículo 168.- Acción civil por infracción.

1) El titular de un derecho protegido en virtud de la presente ley, podrá entablar acción civil ante el tribunal competente contra cualquier persona que infrinja ese derecho. También podrá actuar contra la persona que ejecute actos que manifiesten evidentemente la inminencia de una infracción.

2) En caso de co-titularidad de un derecho, cualquiera de los cotitulares puede entablar acción contra una infracción de ese derecho sin que sea necesario el consentimiento de los demás, salvo acuerdo en contrario.

Ley 65-00.

De Las Sanciones

Artículo 169.- Incurre en prisión correccional de tres meses a tres años y multa de cincuenta a mil salarios mínimos, quien:

1) En relación con una obra literaria, artística o científica, interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión, la inscribe en el registro o la difunda por cualquier medio como propia, en todo o en parte, textualmente o tratando de disimularla mediante alteraciones o supresiones, o atribuyendo a otro la autoría o la titularidad ajena;

2) En relación con una obra literaria, artística o científica, interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión y sin autorización expresa:

a) La modifique, total o parcialmente;

b) La reproduzca, en forma total o parcial, por cualquier medio o en cualquier forma;

c) La distribuya mediante venta, alquiler o de cualquier otra manera; 

d) La comunique o difunda, por cualesquiera de los medios de comunicación pública reservados al titular del respectivo derecho;

e) La reproduzca, distribuya o comunique en mayor número que el autorizado en forma expresa;

f) Conociendo el origen ilícito de la copia o reproducción, la distribuya al público o la almacene, oculte, introduzca en el país o la saque de este; o

g) La reproduzca, distribuya o comunique por cualquier medio, después de vencido el término de la cesión o la licencia concedida;

3) Dé a conocer una obra inédita o no divulgada, que haya recibido en confianza del autor o su causahabiente, o de alguien en su nombre, sin la autorización para la divulgación otorgada por el titular del derecho.

4) En relación con una obra literaria, artística o científica, interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión, se atribuya falsamente la cualidad de titular, originario o derivado, de cualesquiera de los derechos reconocidos en la presente ley y, con esa indebida atribución, obtenga que la autoridad competente suspenda el acto de comunicación, reproducción o distribución de la obra, interpretación o ejecución, producción;

5) Comunique, reproduzca o distribuya la obra, interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión, por cualquier medio o procedimiento, suprimiendo o alterando el nombre o seudónimo del autor, del artista intérprete o ejecutante, del productor fonográfico o del organismo de radiodifusión, según los casos;

6) Comunique, reproduzca o distribuya la obra, interpretación o ejecución artística, producción fonográfica o emisión de radiodifusión, por cualquier medio o procedimiento, con alteraciones o supresiones capaces de atentar contra el decoro de la misma o contra la reputación de su respectivo titular;

7) Presente declaraciones falsas en cuánto a certificaciones de ingresos; asistencia de público; repertorio utilizado; identificación de los autores o artistas interpretes o ejecutantes; autorización obtenida; número de ejemplares reproducidos o distribuidos; o toda adulteración de datos susceptible de causar perjuicio a cualesquiera de los titulares de derechos reconocidos por la presente ley;

8) Fabrique, ensamble, importe, modifique, venda o ponga de cualquier otra manera en circulación, dispositivos, sistemas o equipos capaces de soslayar o desactivar otro dispositivo destinado a impedir o restringir la realización de copias  de la  obra, interpretación o ejecución, producción o emisión, o a menoscabar la calidad de las copias realizadas; o capaz de eludir o desactivar otro dispositivo destinado a impedir o controlar la recepción de programas transmitidos a través de las telecomunicaciones, alámbricas o inalámbricas, o de cualquier otra forma al público, por parte de aquellos no autorizados para esa recepción;

9) Altere, elimine o eluda, de cualquier forma, los dispositivos o medios técnicos introducidos en las obras, interpretaciones o ejecuciones, producciones o emisiones protegidas, que impidan o restrinjan la reproducción o el control de las mismas, o realice cualquiera de dichos actos en relación con las señales codificadas, dirigidas a restringir la comunicación por cualquier medio de las obras, interpretaciones o ejecuciones, producciones o emisiones;

l0) Suprima o altere sin autorización cualquier información electrónica sobre la gestión colectiva de los derechos reconocidos en esta ley, o distribuya, importe para su distribución, emita, comunique o ponga a a disposición del público, sin autorización, obras, interpretaciones o ejecuciones o producciones, sabiendo que la información electrónica sobre la gestión de los derechos correspondientes ha sido suprimida o alterada sin autorización;

11) Utilice de cualquier otra manera una obra, interpretación o ejecución, producción o emisión, de manera tal que infrinja uno de los derechos patrimoniales exclusivos reconocidos por la presente ley. 

Tema VI. Relatoría y Conclusiones de los Estudios 
Concepto De Derecho Intelectual

Son  ideas y expresiones creativas de la mente humana que poseen valor comercial y reciben la protección legal de un derecho de propiedad. Los principales mecanismos para la protección de los derechos de propiedad intelectual son los derechos de autor, patentes y marcas comerciales. 

Importancia

Los derechos de propiedad intelectual permiten a los propietarios seleccionar quién puede o no tener acceso a su propiedad y utilizarla, y protegerla del uso no autorizado.

En el derecho de autor, se regula las creaciones intelectuales en el campo artístico y literario, las obras se protegen durante toda la vida del autor y, por lo menos, cincuenta años después de su muerte. Al autor le corresponde el derecho exclusivo de autorizar o prohibir la explotación económica de su obra y su protección no está sujeta a ninguna formalidad o registro. 

En la propiedad industrial, las creaciones (invenciones, marcas y diseños industriales) se protegen sólo si las mismas han sido debidamente registradas y los plazos de protección varían.

Las invenciones, por ejemplo, se protegen durante veinte años como mínimo; las marcas, pueden protegerse indefinidamente en tanto se paguen las tasas de mantenimiento; y los diseños industriales se protegen, por lo menos, durante diez años. Los derechos que se reconocen a su titular, se refieren a la exclusividad que éste tiene para producir, vender, importar, almacenar u ofrecer en venta, el producto patentado –en el caso de las invenciones-; el producto o servicios identificados con la marca registrada; o el producto que contiene el diseño industrial protegido. Se protege además, la información comercial que normalmente mantienen en reserva las empresas, si ésta pretende utilizarse en forma contraria a los usos y prácticas honestos en cualquier actividad comercial o industrial.

El reconocimiento a estos derechos tiene también un fundamento económico ya que la forma de generar y expresar la riqueza ha evolucionado, desde sistemas económicos basados en la producción de oro y plata, pasando por la producción manufacturera, hasta llegar hoy en día a la economía basada en la producción de conocimiento. 

La tecnología es, actualmente, un factor de producción que se suma a los tradicionales factores –tierra, trabajo y capital- y hace posible la creación de las llamadas ventajas competitivas, que permiten aumentar la participación de las empresas en los mercados globalizados. 

Las nuevas tecnologías posibilitan la divulgación de las obras protegidas por el derecho de autor o la elaboración de nuevos productos que entran al mercado identificados por una marca o se presentan a través de un diseño industrial. 

Esta actividad genera un segmento nuevo de mercado que estimula la competencia. El empresario recupera los costos de su inversión y continúa desarrollando procesos de innovación que le permitan mantener la posición de su empresa en el mercado y buscar su crecimiento. 

La propiedad intelectual constituye el fundamento de la llamada economía del conocimiento. En efecto, tal y como reconoció el Foro Iberoamericano sobre Propiedad Intelectual en el Nuevo Entorno Digital (FIPI), la misma es parte integrante del orden económico surgido a través de la ola de avances tecnológicos y la liberalización económica, la cual ha cambiado la naturaleza de la competitividad entre empresas y países. 

Se trata de un tema estratégico: el factor conocimiento juega en la actualidad un papel decisivo en la creación de la riqueza y el bienestar, junto al capital y la fuerza de trabajo cualificado. No sin razón Donna Hrinak, ex embajadora de Estados Unidos en República Dominicana expresó que “En este mundo moderno, ya no se mide la fuerza de la economía con las toneladas de acero o de minerales sacados de la tierra...Este mundo moderno de productos y de servicios depende de ideas, ideas innovadoras que requieren una gran inversión para hacerse realidad”. 

Consecuente con esta realidad, la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) consagra la propiedad intelectual como “un factor clave en las decisiones que se toman cotidianamente en las empresas. Prácticamente todos los días aparecen en el mercado nuevos productos, marcas y dibujos y modelos creativos que son el resultado de una innovación y creatividad continuas”. 

Aunque la OMPI reconoce que las pequeñas y medianas empresas suelen ser la fuerza motriz que impulsa dichas innovaciones, éstas no siempre explotan plenamente su capacidad innovadora y creativa por desconocer “el sistema de la propiedad intelectual ni la protección que éste puede dar a sus invenciones, marcas y dibujos y modelos industriales”.
¿Qué derechos se agrupan dentro de lo que se denomina derechos de propiedad intelectual?

La propiedad intelectual es la forma bajo la cual el Estado protege el resultado de la actividad creativa del hombre. Comprende dos grandes ramas:

A.   El Derecho de Autor, que incluye la protección de los derechos conexos, es el conjunto de disposiciones legales que permiten al autor de una obra, a los artistas, a los productores de fonogramas y a los organismos de radiodifusión, evitar que otros comercialicen, sin autorización, la expresión creativa, su interpretación o el trabajo de divulgación de las expresiones creativas e interpretaciones; y

B.   La Propiedad Industrial, que regula la protección de las invenciones, las marcas, los diseños industriales y la protección contra la competencia desleal. 

¿Existe en República Dominicana una legislación adecuada a la globalización?

En la República Dominicana existe desde hace tiempo la protección jurídica al derecho de autor, o propiedad intelectual. Su expresión más reciente data de mediados de la década pasada: Ley No. 32, de 1986, y sus reglamentos dictados en los noventa. Esta legislación  se considera sin embargo incompleta, y necesitada de actualización.   
Al presente se encuentra depositado, en espera de que lo someta el Congreso a deliberación-preferiblemente con inclusión de vistas públicas-un proyecto de ley para la protección y regulación del Derecho de Autor, el cual forma parte del llamado Código de Ordenamiento del Mercado. Recomendamos las vistas públicas, para que se ventilen en ellas los intereses patrimoniales y sociales concernidos, y que se anticipen claramente las soluciones jurídicas a posibles conflictos; para que no pueda decirse después que, en estas materias tan importantes, la legislación dominicana existente fue sustituida sin mayor discusión, normas diseñadas en el exterior como un traje hecho, e impuestas también junto con la inevitable globalización, con atropello de principios generales de nuestro derecho, de validez y utilidad probadas. La regla de oro sería: proteger adecuadamente el nuevo derecho, sin reducir  la misma protección a los demás derechos reconocidos a todos.  
